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 Chihuahua, Chihuahua, a nueve de septiembre de dos mil quince. 

 Vistos los autos para resolver el juicio de amparo 794/2015, promovido por ****************, contra 

actos del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Congreso de la Unión, integrado por la Cámara 
de Diputados y Cámara de Senadores, todos con residencia en México, Distrito Federal, Congreso del 

Estado de Chihuahua y Gobernador del Estado de Chihuahua, ambos con domicilio en esta ciudad; y, 

R E S U L T A N D O: 

PRIMERO. Presentación de la demanda. Por escrito presentado el quince de junio de dos mil 

quince, en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el Estado de Chihuahua, con 

residencia en esta ciudad, que por razón de turno, el día siguiente hábil se remitió a la Oficialía de Partes de 

este órgano jurisdiccional, ****************, por su propio derecho, solicitó el amparo y protección de la Justicia 

Federal en contra de los actos del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Congreso de la Unión, 

integrado por la Cámara de Diputados y Cámara de Senadores, todos con residencia en México, Distrito 

Federal, Congreso del Estado de Chihuahua y Gobernador del Estado de Chihuahua, ambos con 

domicilio en esta ciudad, los que hicieron consistir en los siguientes: “ 

“… ACTOS RECLAMADOS:  

Por un lado la aprobación, promulgación y orden de publicación de las siguientes 

porciones normativas contenidas en los artículos 134 y 135 del Código Civil para el Estado 

de Chihuahua.  

ARTÍCULO 134. El matrimonio es el acuerdo de voluntades entre un hombre y una mujer 

para realizar la comunidad de vida, en donde ambos se procuran respeto, igualdad y ayuda mutua, 

con la posibilidad de procrear hijos de manera libre, responsable e informada. Este acto debe 

celebrarse ante los funcionarios que establece la Ley y con las formalidades que ella exige.  

ARTÍCULO 135. Cualquiera condición contraria a la perpetuación de la especie o a la ayuda 

mutua que se deben los cónyuges, se tendrá por no puesta.  

Lo anterior debido a la discriminación contenida en esas normas al excluir a las parejas de 

personas del mismo sexo del acceso a las figuras del matrimonio y por establecer la función 

reproductiva como finalidad del mismo; esto es así porque tal restricción contiene un mensaje 

discriminatorio que perjudica a quienes promovemos la presente demanda.  

De lo que reclamamos a cada una de las autoridades precisamos lo siguiente: 

 Congreso del Estado de Chihuahua reclamamos la aprobación de las porciones normativas 

arriba indicadas contenidas en los artículos 134 y 135 del Código Civil del Estado de Chihuahua.  
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Gobernador del Estado de Chihuahua reclamamos la promulgación y orden de publicación 

de las porciones normativas arriba indicadas contenidas en los artículos 134 y 135 del Código Civil 

del Estado de Chihuahua.  

Del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos y del Congreso de la Unión, 

reclamamos el incumplimiento del artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos que establece la obligación de adecuar el derecho interno de acuerdo a los estándares 

interamericanos en la materia; esto es en relación al respeto del principio de igualdad y no 

discriminación en el acceso al matrimonio, todo ello en términos de lo desarrollado en el segundo 

concepto de violación.” 

 Los anteriores actos, los estimaron vulneradores de sus garantías consagradas en los artículos 1° y 

4, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el 1 y 2 en relación con el 28 de la 

convención Americana sobre Derechos Humanos; y, como antecedentes de los mismos relataron bajo 

protesta de decir verdad, los que consideraron pertinentes. 

C O N S I D E R A N D O S 

SEXTO. Estudio de los conceptos de violación. El peticionario de amparo **********, expuso los conceptos 

de violación que están contenidos en la demanda de amparo, los cuales no se transcriben en esta sentencia 

por no estimarse necesario para su estudio, máxime que no existe disposición legal que obligue a este 

juzgador a hacerlo.  

Apoya lo considerado, la Jurisprudencia: 2a./J. 58/2010, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, publicada en la página 830, del Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia Común, del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, que a la letra dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE 

CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA 

SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título 

primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se 

advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, 

los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, 

pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la 

demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual 

debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad 

efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que 

conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al 

prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, 

sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los 

planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.” 

 El estudio de los conceptos de violación expuestos por la parte quejosa permite considerar lo 

siguiente. 
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 1. En principio, como ya se analizó en el quinto considerando de la presente determinación, el quejoso sí 

acreditó un interés legítimo para reclamar como normas autoaplicativas los artículos 134 y 135 del Código 

Civil del Estado de Chihuahua. 

 2. Ahora bien, en sus conceptos de violación, medularmente sostiene lo siguiente: 

 a). Los homosexuales se encuentran en una situación jurídica inferior en relación con los heterosexuales 

respecto de la protección jurídica de las relaciones eróticas-afectivas, ya que estos últimos cuentan con la 

institución jurídica del matrimonio que da publicidad y protección a sus relaciones, el cual constituye una 

garantía al derecho a la protección a las familias. Dicha desigualdad no se encuentra razonablemente 

justificada por el legislador. 

 b). Se está en presencia de una discriminación prohibida por el artículo 1° constitucional y por tratados 

internacionales, ya que el único criterio utilizado es el de preferencia sexual, el cual no persigue ninguna 

finalidad constitucional admisible y afecta a todos los homosexuales del Estado.  

c) Además de ser discriminatoria, la exclusión que realizó el legislador a los homosexuales de la figura del 

matrimonio incumple con el mandato previsto en el artículo 4° constitucional de proteger a todos los tipos de 

familia, incluyendo la homoparental.  

d) La discriminación manifestada se materializa en el artículo 134 del Código Civil del Estado de Chihuahua, el 

cual establece que el matrimonio es el acuerdo de voluntades entre un hombre y una mujer, por lo que hace 

una distinción implícita entre las parejas heterosexuales y las homosexuales. Además, dicho artículo es 

excluyente, pues deja fuera de la hipótesis normativa a las parejas homosexuales negando su acceso a la 

figura del matrimonio.  

Así, tal como lo señalan el quejoso en sus conceptos de violación, que prácticamente se fundamentan 

en lo establecido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver el Amparo en 

Revisión 152/2013, pues la mencionada Sala ha destacado lo siguiente:  

Que en el derecho comparado pueden identificarse dos formas de aproximarse al tema de los 

matrimonios entre personas del mismo sexo en sede constitucional. En los casos donde se ha impugnado la 

legislación que amplía el acceso al matrimonio a las parejas homosexuales, el problema que se plantea es si 

dicha regulación es legítima desde el punto de vista constitucional. Más específicamente, la pregunta que han 

tenido que responder los tribunales es si el matrimonio entre personas del mismo sexo es contrario a alguna 

disposición constitucional en específico, por ejemplo, si no contraviene las normas que existen en algunas 

Constituciones sobre la familia o sobre el propio matrimonio. 

 Por otro lado, en otras ocasiones la impugnación se ha dirigido contra las normas que no permiten el 

acceso al matrimonio a las personas del mismo sexo. En estos casos, la cuestión consiste en determinar si la 

regulación es discriminatoria por no permitir el acceso a la institución matrimonial tanto a parejas 

heterosexuales como a parejas homosexuales. Así, la pregunta es si la exigencia tradicional de diversidad de 

sexos para poder contraer matrimonio es contraria al principio constitucional de igualdad y no discriminación; 
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es decir, si está justificada la distinción diseñada por el poder legislativo que impide el acceso a la institución 

matrimonial a las parejas entre personas del mismo sexo.  

En el primer caso, se trata de determinar si el matrimonio entre personas del mismo sexo es posible o 

tiene cabida dentro de la Constitución. En el segundo caso se trata de establecer si la Constitución exige que 

se permita el acceso al matrimonio a las parejas del mismo sexo.  

En relación con la primera hipótesis, en la acción de inconstitucionalidad 2/2010 el Pleno de esta 

Suprema Corte resolvió que las reformas al Código Civil del Distrito Federal que permiten contraer matrimonio 

a las parejas del mismo sexo son compatibles con la Constitución y sostuvo que dicha regulación no 

contraviene el concepto de familia protegido por el artículo 4º constitucional. 

En relación con la segunda de las hipótesis señaladas, la Primera Sala analizó si el artículo 143 del 

Código Civil de Oaxaca era discriminatorio por no permitir el acceso a la institución matrimonial de forma 

igualitaria tanto a parejas heterosexuales como a parejas homosexuales. En dicho precedentes, concluyó que 

la porción de dicho artículo referente a que la finalidad del matrimonio era la procreación resultaba 

inconstitucional y determinó que la porción normativa relativa a que el matrimonio es la unión “entre un solo 

hombre y una sola mujer” admitía una interpretación conforme. 

  

En este asunto se presenta el problema de determinar si la existencia misma del artículo 134 del 

Código Civil del Estado de Chihuahua es discriminatorio contra personas que se encuentran en una categoría 

sospechosa. El argumento central del impetrante es la discriminación en su contra, como homosexual, por no 

serle reconocido en la ley el derecho a contraer matrimonio en igualdad de circunstancias que las personas 

heterosexuales. Luego, refiere que la existencia de la parte del artículo 134 del Código Civil del Estado de 

Chihuahua, que define al matrimonio como el acuerdo de voluntades entre un hombre y una mujer, así como 

lo señalado en el numeral 135 de la propia codificación, que refiere que cualquier condición contraria a la 

perpetuación de la especie se tendrá por no puesta, los discrimina en razón de su preferencia sexual, la cual 

es una categoría prohibida protegida por el artículo 1º constitucional, dejándolos fuera para acceder a la figura 

del matrimonio y evita que las familias homoparentales tengan la misma protección, contrariando el artículo 4º 

constitucional.  

Al respecto, ya la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el Amparo en 

Revisión 152/2013 (que se reitera, en dicho criterio se fundamentan los conceptos de violación de los 

quejosos) determinó que una ley que se alega afecta directa o indirectamente a una persona o personas que 

se ubican dentro de una categoría sospechosa –como la orientación sexual– deber ser examinada con un 

escrutinio estricto, porque la imposición de una ley discriminatoria impediría que dichas personas puedan 

tomar decisiones fundamentales en su vida y en su identidad, y les impondría una carga desproporcionada en 

las decisiones más personales acerca de cómo y con quién pueden hacer sus vidas, en una condición de 

desigualdad con las personas cuya preferencia sexual sea la heterosexualidad.  

Luego, atendiendo a lo señalado por la Primera Sala, analizando los artículos impugnados a la luz del 

principio de igualdad y no discriminación, debemos concluir que éstos constituyen una medida legislativa 
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discriminatoria, ya que hace una distinción con base en la preferencia sexual de las personas que se traduce en 

la exclusión arbitraria de las parejas homosexuales del acceso –cuando ellos así lo decidan– a la institución 

matrimonial; es decir, las personas homosexuales saben que, con base en dicho artículo, no les es reconocido 

el derecho y la posibilidad de que, de así decidirlo eventualmente, puedan acceder a la figura del matrimonio, 

contrario lo que sucede con las personas heterosexuales que saben que cuentan con esa posibilidad, pues 

dicho derecho les es reconocido. 

 En este sentido, la parte quejosa alega que la medida legislativa impugnada hace una distinción 

basada en las preferencias sexuales de las personas. Sobre lo anterior, la Suprema Corte ha sostenido que 

cuando la distinción impugnada se apoya en una “categoría sospechosa” debe realizarse un escrutinio estricto 

para examinar su constitucionalidad a la luz del principio de igualdad y no discriminación. En esos casos, ha 

señalado la Corte que el Juez constitucional deberá someter la labor del legislador a un escrutinio 

especialmente cuidadoso desde el punto de vista del respeto a la garantía de igualdad.  

Lo anterior se encuentra inmerso en la Jurisprudencia 1a./J. 37/2008, sostenida por la Primera Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 175, Tomo XXVII, Abril de 2008, Novena 

Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que señala: 

“IGUALDAD. CASOS EN LOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE HACER UN 

ESCRUTINIO ESTRICTO DE LAS CLASIFICACIONES LEGISLATIVAS (INTERPRETACIÓN 

DEL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS). La igualdad es un principio y un derecho de carácter fundamentalmente adjetivo 

que se predica siempre de algo, y este referente es relevante al momento de realizar el control de 

constitucionalidad de las leyes, porque la Norma Fundamental permite que en algunos ámbitos el 

legislador tenga más amplitud para desarrollar su labor normativa, mientras que en otros el Juez 

debe ser más exigente a la hora de determinar si aquél ha respetado las exigencias del principio de 

igualdad. El artículo 1o. de la Constitución Federal establece varios casos en los que procede 

dicho escrutinio estricto. Así, su primer párrafo proclama que todo individuo debe gozar de las 

garantías que ella otorga, las cuales no pueden restringirse ni suspenderse sino en los casos y con 

las condiciones que la misma establece, lo que evidencia la voluntad constitucional de asegurar en 

los más amplios términos el goce de los derechos fundamentales, y de que las limitaciones a ellos 

sean concebidas restrictivamente, de conformidad con el carácter excepcional que la Constitución 

les atribuye. Por ello, siempre que la acción clasificadora del legislador incida en los derechos 

fundamentales garantizados constitucionalmente, será necesario aplicar con especial intensidad 

las exigencias derivadas del principio de igualdad y no discriminación. Por su parte, el párrafo 

tercero del citado precepto constitucional muestra la voluntad de extender la garantía de igualdad a 

ámbitos que trascienden el campo delimitado por el respeto a los derechos fundamentales 

explícitamente otorgados por la Constitución, al prohibir al legislador que en el desarrollo general 

de su labor incurra en discriminación por una serie de motivos enumerados (origen étnico o 

nacional, género, edad, capacidades diferentes, condición social, condiciones de salud, religión, 

opiniones, preferencias, estado civil) o en cualquier otro que atente contra la dignidad humana y 

tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. La intención 
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constitucional es, por lo tanto, extender las garantías implícitas en el principio de igualdad al ámbito 

de las acciones legislativas que tienen un impacto significativo en la libertad y la dignidad de las 

personas, así como al de aquellas que se articulan en torno al uso de una serie de criterios 

clasificatorios mencionados en el referido tercer párrafo, sin que ello implique que al legislador le 

esté vedado absolutamente el uso de dichas categorías en el desarrollo de su labor normativa, sino 

que debe ser especialmente cuidadoso al hacerlo. En esos casos, el Juez constitucional deberá 

someter la labor del legislador a un escrutinio especialmente cuidadoso desde el punto de vista del 

respeto a la garantía de igualdad.”.  

 

En esa línea, una distinción se basa en una categoría sospechosa cuando utiliza alguno de los 

criterios enunciados en el último párrafo del artículo 1º constitucional (origen étnico, nacionalidad, género, 

edad, discapacidad, condición social, salud, religión, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o cualquier 

otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades 

de las personas). La utilización de estas categorías debe examinarse con mayor rigor precisamente porque 

sobre ellas pesa la sospecha de ser inconstitucionales. En estos casos, puede decirse que las leyes que las 

emplean para hacer alguna distinción se ven afectadas por una presunción de inconstitucionalidad.  

No obstante ello, debe señalarse que no toda diferencia en el trato hacia una persona o grupo de 

personas es discriminatoria, por lo que es importante diferenciar entre “distinciones” y “discriminación”, siendo 

que las primeras constituyen “diferencias razonables y objetivas, mientras que las segundas constituyen 

diferencias arbitrarias que redundan en detrimento de los derechos humanos. Además, la Constitución no 

prohíbe el uso de categorías sospechosas, lo que prohíbe es su utilización de forma injustificada. Así, el 

escrutinio estricto de las distinciones basadas en categorías sospechosas garantiza que sólo serán 

constitucionales aquellas que tengan una justificación muy robusta. 

 En primer término debe verificarse si la medida legislativa impugnada efectivamente hace una 

distinción basada en una categoría sospechosa, y para poder realizar un pronunciamiento al respecto resulta 

necesario precisar que el artículo 134 del Código Civil del Estado de Chihuahua, en la parte que interesa 

dispone que: “El matrimonio es el acuerdo de voluntades entre un hombre y una mujer para realizar la 

comunidad de vida …”; mientras que el diverso 135 señala que “cualquier condición contraria a la 

perpetuación de la especia o a la ayuda mutua que se deben los cónyuges, se tendrá por no puesta”.  

Luego, del contenido de los mencionados numerales, se puede advertir que la medida legislativa 

examinada distingue implícitamente entre las parejas de distinto sexo y las parejas del mismo sexo: a las 

primeras les está permitido el acceso al matrimonio, mientras las segundas no tienen esa posibilidad, y si bien 

podría argumentarse que el precepto no hace una distinción con base en las preferencias sexuales de las 

personas porque a nadie se le pide que manifieste su preferencia sexual para acceder al matrimonio, eso no 

es obstáculo para sostener que la norma impugnada efectivamente hace una distinción apoyada en esa 

categoría sospechosa. El hecho de que el acceso al poder normativo para contraer matrimonio no esté 

condicionado aparentemente a las preferencias sexuales no significa que no exista una distinción implícita 
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apoyada en ese criterio, porque para poder establecer si existe una distinción implícita no es suficiente saber 

quiénes tienen el poder normativo en cuestión, sino también qué les permite hacer a esas personas.  

En este contexto, aunque la norma concede el poder normativo para casarse a cualquier persona, con 

independencia de su preferencia sexual, si ese poder únicamente puede ejercitarse para casarse con alguien 

del sexo opuesto, es indudable que la norma impugnada sí comporta en realidad una distinción basada en las 

preferencias sexuales, porque un homosexual únicamente puede acceder al mismo derecho que tiene un 

heterosexual si niega su orientación sexual, que es precisamente la característica que lo define como 

homosexual, por lo que debe concluirse que la medida impugnada se basa en una categoría sospechosa, ya 

que la distinción que traza para determinar quiénes pueden utilizar el poder normativo para crear un vínculo 

matrimonial se apoya en las preferencias sexuales de las personas. 

  Señalado esto, tal como lo sostuvo la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a 

efecto de realizar un escrutinio estricto de la medida legislativa, debe realizarse previamente una explicación 

de la forma en la que se tiene que realizar el test de igualdad en estos casos para poder clarificar las 

diferencias que existen entre un escrutinio ordinario y el que debe aplicarse a las distinciones legislativas que 

se apoyan en una categoría sospechosa.  

Así, la propia Primera Sala, en el amparo en revisión 988/2004 sostuvo que cuando se aplica el test 

de escrutinio estricto para enjuiciar una medida legislativa que realiza una distinción no debe exigirse 

simplemente, como se haría en un escrutinio ordinario, que se persiga una finalidad constitucionalmente 

admisible. Dicho de otra forma, la finalidad perseguida no debe ser abiertamente contradictoria con las 

disposiciones constitucionales. Así, al elevarse la intensidad del escrutinio debe exigirse que la finalidad tenga 

un apoyo constitucional claro: debe perseguir un objetivo constitucionalmente importante, por ello, debe 

analizarse si la distinción legislativa está estrechamente vinculada con la finalidad constitucionalmente 

imperiosa, es decir, que la medida legislativa debe estar directamente conectada con la consecución de los 

objetivos constitucionales, por lo que debe estar totalmente encaminada a la consecución de la finalidad, sin 

que pueda considerarse suficiente que esté potencialmente conectada con tales objetivos. 

  Además de ello, la distinción legislativa debe ser la medida menos restrictiva posible para conseguir 

efectivamente la finalidad imperiosa desde el punto de vista constitucional.  

De acuerdo con lo anterior, lo primero que debe determinarse es si la distinción realizada en los 

artículos 134 y 135 del Código Civil del Estado de Chihuahua persiguen una finalidad constitucionalmente 

imperiosa.  

Al respecto, tenemos que el artículo 4º constitucional impone al legislador la obligación de proteger “la 

organización y el desarrollo de la familia”. La protección de la familia no sólo es una finalidad legítima para el 

legislador, sino una finalidad constitucionalmente ordenada. En consecuencia, debe entenderse que la medida 

enjuiciada satisface la primera grada de un escrutinio estricto de la igualdad de la medida.  

Así, para poder determinar si la distinción está directamente conectada con la finalidad identificada 

deben precisarse dos cosas: quiénes están comprendidos y quiénes están excluidos en la categoría utilizada, 

y cuál es el contenido preciso del mandato constitucional de protección de la familia.  
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La definición de matrimonio contemplada en los artículos 134 y 135 del Código Civil del Estado de 

Chihuahua incluye únicamente a las parejas heterosexuales que tienen la intención de procrear. Por otro lado, 

si bien el artículo 4º constitucional ordena la protección de la familia sin mayor especificación, la Suprema 

Corte ha precisado el alcance de dicho mandato constitucional, pues al resolver la acción de 

inconstitucionalidad 2/2010, a partir de una interpretación evolutiva del artículo 4º constitucional, sostuvo que 

dicho precepto no alude a un “modelo de familia ideal” que tenga como presupuesto al matrimonio 

heterosexual y cuya finalidad sea la procreación. Además, también aclaró que la protección de la familia que 

ordena la Constitución no se refiere exclusivamente a la familia nuclear que tradicionalmente ha sido vinculada 

al matrimonio: padre, madre e hijos biológicos, agregando que la Constitución tutela a la familia entendida 

como realidad social, lo cual se traduce en que esa protección debe cubrir todas sus formas y manifestaciones 

existentes en la sociedad: familias nucleares compuestas por padres e hijos (biológicos o adoptivos) que se 

constituyan a través del matrimonio o uniones de hecho; familias monoparentales compuestas por un padre o 

una madre e hijos; familias extensas o consanguíneas que se extienden a varias generaciones, incluyendo 

ascendientes, descendientes y parientes colaterales; y también familias homoparentales conformadas por 

padres del mismo sexo con hijos (biológicos o adoptivos) o sin ellos.  

Por tanto, la diferenciación hecha en los artículos impugnados resulta claramente sobreinclusivos 

porque quedan comprendidas en la definición de matrimonio las parejas heterosexuales que no acceden al 

matrimonio con la finalidad de procrear. Si bien este aspecto no puede considerarse discriminatorio en sí 

mismo, muestra la falta de idoneidad de la distinción para cumplir con la única finalidad constitucional a la que 

puede obedecer la medida: la protección de la familia como realidad social. El desajuste se presenta porque la 

norma impugnada pretende vincular los requisitos en cuanto a las preferencias sexuales de quienes pueden 

acceder a la institución matrimonial con la procreación. 

  En la acción de inconstitucionalidad citada, el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte sostuvo que esa 

desvinculación entre matrimonio y procreación quedaba de manifiesto con una gran variedad de situaciones: 

la existencia de parejas heterosexuales que deciden tener una familia sin acudir a la institución matrimonial; 

matrimonios heterosexuales que no desean tener hijos e hijas; matrimonios heterosexuales que por razones 

biológicas no pueden procrear y recurren a los avances médicos para lograrlo; matrimonios heterosexuales 

que sin tener un impedimento biológico para procrear optan por la adopción; matrimonios heterosexuales que 

se celebran entre personas que ya no están en edad fértil o entre personas que ya tenían descendencia y no 

desean tener una en común, etcétera. En este sentido, el Pleno concluyó que en la actualidad la institución 

matrimonial se sostiene primordialmente “en los lazos afectivos, sexuales, de identidad, solidaridad y de 

compromiso mutuos de quienes desean tener una vida en común”. Además, las normas reclamadas excluyen 

injustificadamente del acceso al matrimonio a las parejas homosexuales que están situadas en condiciones 

similares a las parejas que sí están comprendidas en la definición, de ahí que la distinción es discriminatoria 

porque las preferencias sexuales no constituyen un aspecto relevante para hacer la distinción en relación con 

el fin constitucionalmente imperioso.  

Así pues, si bien la parte de la norma impugnada que determina como finalidad del matrimonio la 

procreación no sólo afecta a las parejas del mismo sexo –sino también a aquellas parejas heterosexuales que 
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no deseen o puedan procrear–, es necesario realizar el análisis respectivo puesto que implica la concepción 

de la finalidad misma de la figura del matrimonio, dejando por fuera a las parejas homosexuales.  

 

En este orden de ideas, la medida es claramente discriminatoria porque las relaciones que entablan 

las parejas homosexuales pueden adecuarse perfectamente a los fundamentos actuales de la institución 

matrimonial y más ampliamente a los de la familia. Para todos los efectos relevantes, las parejas 

homosexuales se encuentran en una situación equivalente a las parejas heterosexuales, de tal manera que es 

totalmente injustificada su exclusión del matrimonio, de ahí que la distinción legislativa impugnada no está ni 

directa ni indirectamente conectada con la única finalidad imperiosa que puede tener el matrimonio desde el 

punto de vista constitucional.  

Por ello, si la distinción no está directamente conectada con la finalidad imperiosa que puede tener el 

matrimonio desde el punto de vista constitucional, entonces no puede considerarse constitucional dicha 

medida porque se estaría avalando una decisión basada en prejuicios que históricamente han existido contra 

los homosexuales. La razón por la cual las parejas del mismo sexo no han gozado de la misma protección que 

las parejas heterosexuales no es por descuido del órgano legislativo, sino por el legado de severos prejuicios 

que han existido tradicionalmente en su contra. La ausencia de los beneficios que el derecho asigna a la 

institución matrimonial es una consecuencia directa de la discriminación histórica que ha existido hacia las 

parejas homosexuales por razón de su preferencia sexual. 

Pero el derecho a casarse, tal como lo estableció la Primera Sala al resolver el Amparo en Revisión 

152/2013, no sólo comporta el derecho a tener acceso a los beneficios expresivos asociados al matrimonio, 

sino también el derecho a los beneficios materiales que las leyes adscriben a la institución. En este sentido, 

acceder al matrimonio comporta en realidad “un derecho a otros derechos”. Los derechos que otorga el 

matrimonio civil aumentan considerablemente la calidad de vida de las personas. En el orden jurídico 

mexicano existen una gran cantidad de beneficios económicos y no económicos asociados al matrimonio. 

Entre éstos destacan los siguientes: (1) beneficios fiscales; (2) beneficios de solidaridad; (3) beneficios por 

causa de muerte de uno de los cónyuges; (4) beneficios de propiedad; (5) beneficios en la toma subrogada de 

decisiones médicas; y (6) beneficios migratorios para los cónyuges extranjeros. Algunos ejemplos pueden 

servir para mostrar cómo la privación de estos beneficios materiales afecta la calidad de vida de las parejas 

homosexuales. 

 En este sentido, negar a las parejas homosexuales los beneficios tangibles e intangibles que son 

accesibles a las personas heterosexuales a través del matrimonio implica tratar a los homosexuales como si 

fueran “ciudadanos de segunda clase”, sin existir ninguna justificación racional para reconocer a los 

homosexuales todos los derechos fundamentales que les corresponden como individuos y, al mismo tiempo, 

reconocerles un conjunto incompleto de derechos cuando se conducen siguiendo su orientación sexual y se 

vinculan en relaciones estables de pareja, por lo que la exclusión de las parejas homosexuales del régimen 

matrimonial se traduce en una triple discriminación:  
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a) La existencia misma de la ley transmite un mensaje excluyente hacia las personas homosexuales 

que, queriendo o no contraer matrimonio, saben que la ley no les reconoce dicho derecho, por lo que no 

tienen acceso a dicha posibilidad, contrario a lo que sucede con las personas heterosexuales; 

 b) El artículo impugnado priva a las parejas homosexuales de los beneficios del matrimonio y los 

excluye de los beneficios materiales; y  

c) La exclusión no sólo afecta a las parejas homosexuales, sino también a sus hijas e hijos. En efecto, 

es una realidad que al margen de que las parejas homosexuales puedan acceder al matrimonio, existe un 

creciente número de ellas que deciden criar niños y niñas, ya sea a los procreados en anteriores relaciones 

heterosexuales, utilizando para esos fines las técnicas de reproducción asistida, o a través de adopciones 

monoparentales. La discriminación legislativa hacia las parejas homoparentales repercute directamente en 

esos niños y niñas. En esta línea, la medida impugnada se traduce también en un trato discriminatorio por 

parte de la ley hacia las hijas e hijos de las parejas homosexuales, que los colocan en un plano de desventaja 

respecto de las hijas e hijos de parejas heterosexuales. 

 La exclusión de los homosexuales de la institución matrimonial perpetúa la noción de que las parejas 

del mismo sexo son menos merecedoras de reconocimiento que las heterosexuales, ofendiendo con ello su 

dignidad como personas y su integridad. 

 De lo expuesto en la presente sentencia, que si bien al igual que los conceptos de violación, se basa 

netamente en lo resuelto por la Primera Sala en el Amparo en Revisión 152/2013, se concluye que los 

artículos 134 y 135 del Código Civil del Estado de Chihuahua representa dos aristas de afectación a los 

quejosos y las quejosas: la procreación como finalidad del matrimonio y la especificación de que éste es entre 

“un hombre y sola mujer”.  

En relación con la primera afectación, como lo estableció la Primera Sala en varios de sus 

precedentes, la consecuencia debe ser la de declarar inconstitucional el artículo 135 únicamente en la porción 

normativa que establece que cualquier condición contraria a la perpetuación de la especie se tendrá por no 

puesta, al no ser la finalidad del matrimonio la procreación y, como consecuencia, por excluir 

injustificadamente a las parejas homosexuales del acceso al matrimonio, además que ello dejaría fuera de 

dicha figura, incluso, a las parejas heterosexuales que no desean o no puedan procrear pero sí acceder a la 

institución del matrimonio.  

En relación con la segunda afectación, es importante recordar que el quejoso alega que la 

enunciación misma del artículo combatido les discrimina; es decir, reciben un perjuicio de manera diaria por su 

simple existencia al limitar la figura del matrimonio al acuerdo de voluntades “entre un hombre y una mujer”, 

siendo que dicha Juicio de amparo 924/2015 31 enunciación excluye tácitamente a las parejas homosexuales 

del acceso a esta institución y, además, de la misma no se lee que haya sido otra la intención del poder 

legislativo, sino por el contrario, la intención era limitar la figura del matrimonio a parejas heterosexuales. 

 En ese orden, como la norma en sí misma es la que discrimina al quejoso, y la cual tuvo como origen 

claro limitar el matrimonio a parejas heterosexuales, no es posible realizar una interpretación conforme, pues 

dicha norma continuaría existiendo en su redacción, aun siendo discriminatoria y contraria al artículo 1º 
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constitucional y a las obligaciones internacionales contraídas por México en cuanto a no discriminar por motivo 

de preferencia sexual, estas obligaciones no pueden cumplirse mediante una interpretación que varíe la base 

misma del concepto impugnado y que no modifique la situación discriminatoria sufrida por las quejosas y los 

quejosos. Un planteamiento como ese es incompatible con un Estado constitucional de derecho que aspira a 

tratar con igual consideración y respeto a todos sus ciudadanos. En ese orden de ideas, los quejosos y 

quejosas buscan encontrarse legal y expresamente en una situación de igualdad y no discriminación en 

cuanto a la figura del matrimonio se refiere, por lo que lo procede es declarar la inconstitucionalidad de las 

porciones normativas de “entre un hombre y una mujer” contenida en el artículo 134, y “cualquier condición 

contraria a la perpetuación de la especie se tendrá por no puesta” inmersa en el numeral 135, ambos del 

Código Civil del Estado de Chihuahua.  

EFECTOS DE LA SENTENCIA DE AMPARO 

En términos del artículo 77 de la Ley de Amparo, que señala que en el último considerando de la 

sentencia, el juzgador deberá determinar con precisión los efectos del mismo, especificando las medidas que 

la autoridad deba adoptar para asegurar su estricto cumplimiento y restitución al quejoso en el goce del 

derecho. 

En este punto, el quejoso expone que la Corte Interamericana ha establecido el concepto de 

reparación integral que implica el restablecimiento de la situación anterior y la eliminación de los efectos que 

produjo la violación, pero el restablecimiento no es en el sentido de dejar las cosas materialmente como se 

encontraban antes de la violación de derechos, sino ubicar a la víctima en un estado de no continuidad de las 

vulneraciones, pues el estado anterior debe ser entendido a una situación de pleno goce de los derechos. 

  Por ello, la reparación no debe ser entendida sólo como una medida que se limite a restituir a las 

víctimas a la situación anterior, sino que deben valorarse las consecuencias que las violaciones generaron a 

partir de la gravedad de los hechos que les dieron origen, por lo que se deben considerar tanto los daños 

materiales como los inmateriales, como son los daños psicológicos sufridos por los quejosos a consecuencia 

de la discriminación; motivo por el cual, como medida de satisfacción, solicitan que se requiera a las 

autoridades responsables una disculpa oficial que restablezca su dignidad, así como la publicación y difusión 

de la presente sentencia, además de ciertas garantías de no repetición de largo alcance para asegurar que las 

violaciones de derechos humanos que han sufrido no vuelvan a ocurrir, de ahí que el Gobierno del Estado 

debe adoptar las medidas legislativas y administrativas necesarias para corregir la situación de discriminación 

estructural, a través de la revisión y reforma de leyes locales y reglamentos administrativos discriminatorios, 

así como la inclusión y debida regulación del derecho a la no discriminación; la emisión de políticas públicas 

sanitarias para garantizar el acceso efectivo al derecho de igualdad y no discriminación, y la sensibilización y 

capacitación de modo prioritario y permanente de los funcionarios del Estado.  

Atento a lo solicitado por el quejoso, debemos señalar que uno de los principios rectores aún vigentes 

dentro del juicio de amparo, es el de relatividad de las sentencias, contenido en el artículo 73 de la Ley de 

Amparo, en el sentido que las sentencias sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas 

morales, privadas u oficiales que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, 

en el caso especial sobre el que versa la demanda, motivo por el cual, no es posible que a través de la 
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sentencia de amparo, y en especial tratándose de juicios donde se reclama la inconstitucionalidad de leyes, se 

pueda obligar a las autoridades responsables a revisar y reformar las leyes y reglamentos locales, pues en 

ese supuesto se rompería con el principio de relatividad de las sentencias, además que la materia del 

presente juicio guarda relación con el contenido de los artículos 134 y 135 del Código Civil del Estado de 

Chihuahua, y no de cualquier otra norma general del Estado que pudiera contener también un mensaje 

discriminador, de ahí que no sea posible ordenar a través de la presente determinación, la modificación de 

leyes, reglamentos o cualquier otra disposición de carácter general.  

Por otra parte, en lo tocante a la disculpa pública que solicita el quejoso como medida de satisfacción, 

debe señalarse que ésta resulta improcedente, ya que la disculpa pública contenida en el artículo 83 Bis de la 

Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, como medida de satisfacción debe imponerse 

atendiendo a los principios de razonabilidad y proporcionalidad de la forma en que se cometió el acto, omisión 

o práctica social discriminatoria, así como de los efectos producidos; luego, si en el presente caso, los 

quejosos impugnaron los artículos reclamados como normas de carácter autoaplicativos, resulta evidente que 

no existió en su perjuicio un acto de aplicación de dichas normas, es decir, no causaron un perjuicio directo en 

su esfera de derechos que pudiera ameritar una disculpa pública, ya que como se explicó en la presente 

determinación, el perjuicio sufrido por los quejosos con el mensaje transmitido por la norma, es en forma 

indirecta al establecer la estigmatización derivada de sus preferencias sexuales, por lo que no se estima que 

la disculpa pública sea una manera proporcional de satisfacción de los efectos producidos, porque se reitera, 

la norma reclamada no fue aplicada en perjuicio del quejoso por un acto de las autoridades del Estado.  

En lo relativo a la publicación de la presente determinación en el Periódico Oficial del Estado, este 

resolutor considera conveniente que como una medida de reparación y satisfacción, con el objeto de 

restablecer la dignidad de los quejosos como víctimas de la estigmatización contenida en las normas 

reclamadas, así como con el objetivo de garantizar la no repetición del acto, atendiendo a que el daño por 

ellos sufrido debe ser considerado como un daño inmaterial, se estima adecuado que una vez que cause 

ejecutoria la presente determinación, las autoridades responsables, Congreso y Gobernador, ambos del 

Estado de Chihuahua, ordenen la publicación por una sola ocasión, en el Periódico Oficial del Estado de 

Chihuahua, de un extracto de la presente determinación (el cual comprenderá el primer resultando del que 

deberán excluirse el nombre y domicilio del quejoso, que deberán ser sustituidos con asteriscos; además, el 

sexto considerando; así como el único punto resolutivo, del que también deberán excluirse el nombre del 

quejoso, siendo éstos sustituidos por asteriscos), con el objeto de dar difusión a la presente determinación y a 

efecto de eliminar en cierta forma la estigmatización sufrida por los quejosos ante sus preferencias sexuales, 

además de que personas que se encuentren en situaciones similares a los impetrantes, tengan conocimiento 

de esta resolución y puedan en un momento dado, eliminar de su esfera jurídica las normas ahora declaradas 

inconstitucionales, con lo que se pretende reducir la estigmatización sufrida por los grupos de personas 

homosexuales. 

En consecuencia, conforme a la fracción I, del artículo 77 de la Ley de Amparo, los efectos de la 

presente sentencia constitucional son los siguientes:  
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a) Se declara la inconstitucionalidad de la porción normativa de los artículos 134 y 135 del Código Civil 

del Estado de Chihuahua, que excluyen injustificadamente a las parejas homosexuales del acceso al 

matrimonio, en lo relativo a las referencias al sexo de los contrayentes y a la finalidad de la institución 

matrimonial; y, 

 b) Como medidas de satisfacción y reparación del daño sufrido por las víctimas de discriminación, 

además de servir como una garantía de no repetición, el Congreso y Gobernador, ambos del Estado 

de Chihuahua, deberán ordenar la publicación de un extracto de la presente determinación (el cual 

comprenderá el primer resultando del que deberán excluirse el nombre y domicilio del quejoso, 

que deberán ser sustituidos con asteriscos; además, el sexto considerando; así como el único punto 

resolutivo, del que también deberán excluirse el nombre del quejoso, siendo éstos sustituidos 

por asteriscos), por una sola ocasión en el Periódico Oficial del Estado, del cual deberán remitir un 

ejemplar para justificar el cumplimiento de la sentencia.  

Además, debemos señalar que los efectos de la presente sentencia de amparo vinculan a todas las 

autoridades del Estado de Chihuahua a tomar en consideración la inconstitucionalidad del mensaje transmitido 

por los preceptos impugnados, por lo cual no podrán utilizarlo como base para negar al quejoso beneficio o 

establecer cargas relacionados con la regulación del matrimonio, lo que es un efecto propio de la concesión 

de un amparo contra leyes, que es la inaplicación futura de la ley. En este orden de ideas, los quejosos no 

deben ser expuestos al mensaje discriminador de la norma, tanto en el presente como en el futuro. 

 Por ello, una vez que la presente determinación cause ejecutoria, deberá requerirse al Titular del 

Registro Civil del Estado de Chihuahua, para que, en el momento en que el aquí quejoso solicite contraer 

matrimonio, deberá acceder a su solicitud, al haberse declarado la inconstitucionalidad de los artículos 134 y 

135 del Código Civil del Estado de Chihuahua, en la parte que definen a éste como el acuerdo de voluntades 

entre “un hombre y una mujer” y “que cualquier condición contraria a la perpetuación de la especie se tendrá 

por no puesta”; por lo que desde este momento se ordena enviar copia certificada de la presente 

determinación, a efecto de que esté en aptitud de cumplimentarla en sus términos, una vez que así sea 

requerido por cualquiera de los quejosos. 

 No representa obstáculo alguno para la anterior determinación, el hecho de que dicha autoridad no 

haya sido señalada como responsable y, por ende, que no hubiere intervenido en el presente juicio de 

amparo, ya que cualquier autoridad que por sus funciones se encuentre vinculada con el cumplimiento de la 

sentencia, está obligada a acatarla en sus términos. 

 Al respecto, resulta aplicable la Jurisprudencia 1a./J. 57/2007, emitida por la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, localizada en la página 144, Tomo XXV, Mayo de 2007, Novena Época, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que señala: 

“AUTORIDADES NO SEÑALADAS COMO RESPONSABLES. ESTÁN OBLIGADAS A REALIZAR 

LOS ACTOS NECESARIOS PARA EL EFICAZ CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE 

AMPARO. Aun cuando las autoridades no hayan sido designadas como responsables en el juicio de 

garantías, pero en razón de sus funciones deban tener intervención en el cumplimiento de la 
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ejecutoria de amparo, están obligadas a realizar, dentro de los límites de su competencia, todos los 

actos necesarios para el acatamiento íntegro y fiel de dicha sentencia protectora, y para que logre 

vigencia real y eficacia práctica.”  

Por lo expuesto, fundado y motivado, se:  

R E S U E L V E 

SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampara y protege a ********************, en contra de los actos reclamados 

a las autoridades responsables, por las razones expuestas y para los efectos precisados en el considerando 

último de esta sentencia. 

Notifíquese personalmente a las partes, y hágase las anotaciones correspondientes en el Libro de 

Gobierno de este Tribunal. 

 

Así, lo resolvió y firma el licenciado Juan Carlos Zamora Tejeda, Juez Segundo de Distrito en el 

Estado, ante la licenciada Leticia Carlos Silva, Secretaria del Juzgado con quien actúa y da fe, hasta hoy 

treinta de septiembre de dos mil quince, que lo permitieron las labores del Juzgado, con lo que se concluye 

la audiencia constitucional. Doy fe. 
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